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Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en  el proyecto de ley sobre las libertades de opinión y de información y el ejercicio del periodismo. �

_________________________________________________________________________________



Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado por Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, en este trámite reglamentario,  concurrieron al seno de vuestra Comisión el  Ministro Secretario General de Gobierno, don José Joaquín Brunner; el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, don Edgardo Riveros, y el Asesor Jurídico de esa Secretaría de Estado, don Ernesto Galaz.

		--------		

	Para los efectos previstos en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, esto es, respecto de las menciones que debe contener este informe, se hace constar lo siguiente:

	1.- De los artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.

	Se encuentran en esta situación los artículos 3°, 4°, 5°, 7°, 8°, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 21,  23, 24, 25, 26, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67 y 68 permanentes; 1°, 2° y 3° transitorios.

	2°.- De los artículos que deben darse por aprobados reglamentariamente.

	De conformidad con lo preceptuado en el artículo 131 del Reglamento de la Corporación, cabe dar por aprobados reglamentariamente los preceptos que no han sido objeto de indicaciones en la discusión del primer informe, ni de modificaciones en el segundo.

	Se encuentran en esa situación los preceptos indicados en el número anterior, con la salvedad de los que han sido calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado, las que por imperativo legal del artículo 30 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, deben aprobarse, en votación particular, primero en general y después en particular, con la mayoría especial requerida en cada caso.

	Tales preceptos se individualizan  en el párrafo siguiente de este informe.

	3° De los artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.

	--Los artículos 9°, inciso final; 18, 23, 40, 47, 48, 49, 50 permanentes  y 2°  y 3° transitorios, han sido calificados como normas de  carácter orgánico constitucional.

	-- Los artículos 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38 y 39 han sido calificados como normas de quórum calificado, en conformidad con lo preceptuado por el artículo 19, N° 12, párrafo primero, de la Constitución, en cuanto dicen relación con los delitos y abusos que se cometen en el ejercicio de las libertades de opinión y de información.

	El mismo carácter reviste el nuevo artículo 69, que modifica la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, con arreglo al párrafo sexto del señalado precepto constitucional, en cuanto modifica las atribuciones del referido Consejo.

	4° De los artículos suprimidos.

	En este trámite reglamentario no se ha suprimido ningún artículo.

	5° De los artículos modificados.

	En este trámite reglamentario se han modificado los artículos 1°, 2°, 6°, 9°, 17, 20, 22, 28 y 43, en los términos que pasan a expresarse.

Artículo 1º



	Fija el contenido de la las libertades de opinión y de información y reafirma el derecho de toda persona natural o jurídica de fundar, editar y mantener medios de comunicación social.

	Este artículo ha sido objeto de dos indicaciones, ambas aprobadas por mayoría de votos.

	La primera, junto con  resaltar que estas libertades constituyen un derecho fundamental de todas las personas, especifica con mayor precisión cuál es su contenido: libertad de pensamiento, consistente en la facultad de exteriorizar lo que se piensa y cree; libertad de acceder a las fuentes de información y comunicar lo hallado en dichas fuentes, y la libertad de recibir la información.

	Recoge la disposición todos los elementos que la doctrina considera inherentes a las libertades de opinión y de información.

	La segunda indicación reconoce el derecho de las personas a estar debidamente informadas sobre las distintas expresiones culturales, sociales o políticas existentes en la sociedad, con la finalidad primordial de asegurar el pluralismo informativo y la  difusión de las ideas de todos  los sectores o grupos sociales de la sociedad, cualquiera sea su poder económico.

	Los  señores Diputados que han concordado con esta disposición,  consideran malo, nefasto para el país, que exista un sector de la comunidad nacional que no pueda expresarse, o que se le silencie, o que sus ideas no tengan acogida en los medios de comunicación social.	



		Artículo 2º

	El artículo original contenía un glosario de definiciones que se consideraban necesarias para la determinación precisa de los derechos y deberes que establece el proyecto en relación con las libertades de información y de opinión, así como para la construcción de las diferentes figuras delictivas que en él se contienen, en aras del principio de la tipicidad.

	El que vuestra Comisión aprobara en el primer informe, contempla las definiciones de  medio de comunicación social y de diario.

	La primera, relativa a los medios aptos, cualquiera que sea el soporte que utilicen, para fijar, almacenar, grabar, reproducir, transmitir, divulgar, difundir o propagar información, datos, sonidos o imágenes dirigidos al público, fue sustituida por otra, con el propósito de distinguir entre el medio físico utilizado para la difusión de la información de la información misma y su contenido, que sí es de responsabilidad de los medios de comunicación social que la generan.

	Se aprobó por mayoría de votos.

		Artículo 6º

	Regula el secreto profesional periodístico, equiparándose la situación procesal del periodista con la de otros profesionales, como los abogados y los médicos.

	La disposición es aplicable a los periodistas, los directores y editores de medios de comunicación social y a las personas que por su oficio o actividad informativa hayan debido estar presentes, necesariamente, en el momento de recibirse la información confidencial.

	Se les permite no revelar sus fuentes personales de información ni las fuentes materiales de las que pudiere deducirse la identidad de las personas que han facilitado la información confidencial.

	Se hizo presente durante la discusión que la actual redacción sólo garantizaba el secreto profesional periodístico respecto de la información confidencial, entregada “off the record”, con lo cual, en la práctica, éste se consagra como un derecho relativo, distinto al que se establece respecto de otros profesionales universitarios.

	Al mismo tiempo, se resaltó que en ninguna parte se excluía a los periodistas, directores o editores de la obligación de declarar como testigos, precisamente por estar amparados por el secreto profesional.

	Con el objeto de resolver ambas situaciones, se aprobó, por mayoría de votos, una indicación sustitutiva, redactada sobre la base del texto anterior, en la cual se elimina la expresión “confidenciales”” y se hace aplicable a estas personas la disposición del número 2° del artículo 201 del Código de Procedimiento Penal, con lo cual se les libera de la obligación de declarar como testigos. �

	Por último, se aclara que las normas anteriores no regirán tratándose de informaciones relativas a los delitos contemplados en las leyes sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y conductas terroristas.

	Se aprobó por mayoría de votos.

		Artículo 9º

	Establece una serie de normas de carácter programático destinadas a orientar las decisiones de las autoridades de la administración central, descentralizada, regional y municipal, con el fin de promover un mayor equilibrio, diversidad y pluralismo  informativo, así como la libre competencia entre ellos.

	Junto con lo anterior, se fijan normas sobre la utilización y reparto de los recursos destinados a avisos, llamados a concursos, propuestas y publicidad.

	El inciso final impone a los los gobiernos regionales la obligación de estimular la realización, difusión y edición de programas, suplementos y espacios destinados a fomentar los valores regionales.

	Este artículo fue objeto de dos indicaciones, aprobadas ambas por mayoría de votos.

	La primera, para sustituir en el inciso primero la expresión “posibilitando la expresión” de las distintas corrientes de opinión, por “asegurando la expresión efectiva” de las mismas, con lo cual se busca fortalecer la obligación del Estado de garantizar el pluralismo en el sistema informativo.

	La segunda, para agregar tres incisos, con el fin de establecer un mecanismo que permita verificar el cumplimiento de la disposición que tiende a garantizar el pluralismo informativo.

	Con ese propósito, se establece que el Estado, a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, destinará recursos para la realización de estudios sobre el estado y evolución del pluralismo en el sistema informativo, los cuales se asignarán mediante concurso, entre los proyectos presentados por instituciones académicas u otras especializadas en la materia.

	Para fijar los términos de referencia del concurso y para adjudicarlo, se constituye un grupo técnico, que preside el Ministro de esa Cartera de Estado, o la persona que él designe, y cuatro expertos en materias comunicacionales.

	La designación de éstos corresponde, por partes iguales, al Consejo Asesor de CONICYT y al Instituto de Chile.�

	Este grupo elabora las bases técnicas o términos de referencia del concurso, organiza el llamado público para la presentación de proyectos y elige los de mayor excelencia.

	Completados los estudios, el Ministerio se encarga de su difusión.

		Artículo 17

	Sanciona la infracción de los requisitos y exigencias establecidos para el funcionamiento de los medios de comunicación social, con multa de dos a ocho unidades tributarias.

	Se aprobó indicación para elevar la multa, la que fluctuará entre diez y cincuenta unidades tributarias mensuales.

 		Artículo 20

	Ubicado en el título relativo al derecho de aclaración y rectificación, regula  el derecho contemplado en el artículo 19, Nº 12, párrafo tercero, de la Constitución, que a la letra expresa:

	“Toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su declaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que la ley determine, por el medio de comunicación social en que esa información hubiera sido emitida.”

	El derecho indicado, conocido como derecho a réplica, constituye uno de los contenidos diferenciados de las libertades de opinión y de información y, como tal, plantea su propia problemática.

	Este artículo y los signados con los números 18 y 19, lo desarrollan en los términos siguientes.

	La persona que se sienta ofendida o injustamente aludida por alguna información difundida en un medio de comunicación social dirige una aclaración o rectificación al medio, el que está obligada a difundirla, gratuitamente, aun cuando ella provenga de inserciones o de declaraciones de terceros.

	Se limita la extensión de la aclaración o rectificación entre 300 y 1000 palabras, si es un medio escrito, o a dos minutos, si se trata de radio o televisión.

	El requerimiento al medio de comunicación social se dirige a su director o a la persona que deba reemplazarla, para lo cual existe un plazo de 20 días, contado desde la fecha de la difusión que lo motive.

	La notificación del requerimiento se hace por notario o receptor judicial, sin necesidad de orden judicial.

	La aclaración debe publicarse íntegramente, sin intercalaciones, en la misma página y con los mismos caracteres que la información que la provocó. Si se trata de un medio sonoro o televisivo, en el mismo espacio, horario, programa o audición.

	En cuanto a su oportunidad, debe hacerse en la primera edición o transmisión que reúna las características indicadas, después de veinticuatro horas de entregada la aclaración.

	Si no se hace en esa oportunidad, se presume la negativa a practicarla.

	En ese caso, o si existe negativa a hacerlo, la parte afectada tiene derecho a reclamar ante el juez del crimen competente, de acuerdo con el procedimiento establecido.

	Si el juez lo acoge, puede aplicar al director del medio una multa. De no cumplirse la orden judicial, éste incurre en el delito de desacato y puede ser sancionado, además, con una nueva multa, sin perjuicio de decretarse la suspensión del medio.

	La suspensión no priva al personal del medio del pago de sus remuneraciones.

	El plazo para ejercer el derecho a réplica es de 20 días, contado desde la fecha de la emisión y sólo puede ser ejercido por el ofendido; sus familiares en caso de que haya fallecido, o por su representante legal, en caso de enfermedad o ausencia.

	Respecto de esta normativa, se formuló indicación para modificar el inciso primero del artículo 20, con el fin de intercalar la oración “o deliberadamente silenciada con respecto a un hecho u opinión de importancia o trascendencia social”.

	Dicha indicación fue aprobada, por mayoría de votos, pero como inciso segundo,  con la siguiente redacción:

	“La misma obligación regirá respecto de la aclaración que presente una persona natural o jurídica que haya sido deliberadamente silenciada con respecto a un hecho u opinión de importancia o trascendencia social”.

	La disposición fue objeto de un amplio debate, particularmente sobre sus implicancias constitucionales.

	Los Diputados que estuvieron de acuerdo con ella, expresaron que la disposición garantizaba el pluralismo informativo y el derecho de las personas a estar debidamente informadas sobre las distintas expresiones culturales, sociales o políticas existentes en la sociedad, con lo cual se asegura la  difusión y el conocimiento de las ideas de todos  los sectores o grupos sociales de la sociedad, sin exclusiones indebidas.

	Los que expresaron se contrarios a ella, indicaron que ampliaba  los casos en los cuales procede el derecho de rectificación o enmienda;  que vulneraría  el derecho de propiedad, así como  la facultad del medio de comunicación social de discriminar lo que para él es noticia y qué no lo es. Además, no existiría, ni constitucional ni legalmente, el deber de los medios de ser pluralistas en su interior. El pluralismo informativo se garantiza mediante la diversidad de medios, criterio que es el que recoge, precisamente, el artículo 9° del proyecto.

	Como consecuencia de esta adición, en el inciso cuarto del artículo 22 se ha cambiado la referencia al inciso tercero del artículo 20 por otra a su inciso cuarto.

		--------

		Este mismo artículo fue objeto de otra indicación, aprobada también por mayoría de votos, a su inciso cuarto, con el objeto de permitir que las personas puedan exigir que se corrijan las “omisiones” que puedan existir en de los datos que sobre ella se encuentren registrados en alguna base de datos computacionales, complementando así el derecho al habeas data.

	Artículo 22		

		Este artículo, que regula la forma en que deberá publicarse el escrito de aclaración o rectificación, fue objeto de una enmienda formal, destinada a reemplazar la referencia al inciso tercero del artículo 20, que se contiene en el artículo 20, por otra al inciso cuarto del mismo precepto.

	Es una consecuencia de la adición, en este último artículo, de un inciso segundo nuevo.







		Artículo 28

	Este artículo sanciona a los que por cualquier medio de comunicación social realicen publicaciones o transmisiones que conciten el odio, la hostilidad o el menosprecio de personas o colectividades.

	Fue objeto de una indicación, aprobada por unanimidad, destinada a aumentar la pena, de veinte a cincuenta unidades tributarias,  a cincuenta y hasta  cien de dichas unidades. Y la que se consagra en caso de reincidencia, de cien a doscientas. 

		Artículo 43

	Ubicado dentro de los delitos cometidos contra las libertades de opinión y de información, sanciona hechos, actos o convenciones que tiendan a impedir la libre competencia.

	Se consideran tales los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, la circulación, el avisaje y la comercialización de los medios de comunicación social.

	Quienes los ejecuten incurren en la pena establecida en el artículo 1º del decreto ley Nº 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia, que es de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).

	Para los efectos de la misma disposición legal, se consideran artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social. En este caso, la pena se aumenta en un grado.

	Se establece, con el fin de informar al público,  que cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social debe informarse a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro del plazo de 30 días de producido.

	Con la misma finalidad, se ha aprobado, por mayoría de votos, una indicación que obliga a las Comisiones Preventivas a llevar un registro público actualizado de los propietarios de medios de comunicación social.

	6° De los artículos nuevos introducidos.

	En este trámite reglamentario, se han introducido, como artículos nuevos, los signados con los números 69 y 70.

	El artículo 69 modifica la ley del Consejo Nacional de Televisión, con el fin de reemplazar la normativa relativa a la franja cultural que puede imponerse a los concesionarios.

	La disposición actual señala  que el Consejo podrá “establecer que las concesionarias deberán transmitir una hora de programas culturales a la semana, entendiéndose por tales los dedicados a las artes o a las ciencias. Estas transmisiones deberán hacerse en horas de alta audiencia, quedando a criterio de cada concesionaria determinar el día y la hora dentro de dicho horario”.

	En sustitución de ese precepto, se propone otro que señala, como atribución del Consejo “Establecer una franja especial de carácter cultural, dentro del período de alta audiencia, para un día específico de todas las semanas, en que los concesionarios deberán transmitir, simultáneamente, programas culturales. Se entiende que tienen este carácter aquellos que están dedicados a las artes o a las ciencias.”

	Las innovaciones más importantes están en la simultaneidad de la franja y en la eliminación del tiempo que debe durar, que actualmente no puede ser inferior a una hora.

	Se considera que la simultaneidad redundará en una mayor calidad de la programación, al fomentar una sana competencia entre los canales.

	Se aprobó por mayoría de votos.

						--------

	El artículo 70 establece que las organizaciones gremiales que agrupan a los dueños de medios de comunicación y a los periodistas tendrán instancias de regulación de carácter ético respecto de sus afiliados, las que se regirán por sus reglamentos internos. Cualquier ciudadano que se sintiere afectado podrá recurrir antes ellas sin mayor formalidad que la formalización  por escrito del requerimiento o denuncia.

	Respecto de esta disposición, aprobada por mayoría de votos, se hizo presente que en la actualidad se encuentran derogadas todas las disposiciones legales que facultan a los colegios profesionales para conocer y resolver los conflictos que se promuevan entre profesionales, o entre éstos y sus clientes, como consecuencia del ejercicio de la profesión, como, asimismo, aquellas que les permiten conocer y sancionar las infracciones a la ética profesional.

	Tal derogación está expresamente establecida en el artículo 3° del decreto ley N° 3.621, de 1981, que fija normas sobre colegios profesionales.

	En virtud del artículo 4° del mencionado texto legal, las personas afectadas por un acto desdoroso, abusivo o contrario a la ética, cometido por un profesional en el ejercicio de su profesión, pueden recurrir a los tribunales de justicia en demanda de la aplicación de las sanciones que actualmente contemplen para estos actos la ley orgánica del colegio respectivo o las normas de ética vigentes.

	En la medida que la disposición aprobada pudiera importar una modificación tácita a este último precepto, se manifestó que ella debería ser consultada a la Corte Suprema, por tener el carácter de orgánica constitucional.

	En contrario, se expresó que la disposición modificaba el artículo 3° del decreto ley N° 3.621, que no es orgánico constitucional, no el 4°, que sigue subsistente y que, por lo demás,  sólo consagra una facultad, de libre ejercicio por las personas afectadas. Además, esa disposición, se refiere a los colegios profesionales y no a las organizaciones gremiales indicadas en la disposición, relativas tanto a los propietarios de los medios de comunicación social como a los profesionales de la información.

	Nada impediría, a su juicio, la coexistencia de ambas normas, correspondiendo al afectado resolver el camino a seguir, sea ante la asociación gremial, calidad que hoy invisten los colegios profesionales, o ante los tribunales de justicia. 

	7° De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

	No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

	8° De las indicaciones rechazadas por la Comisión.

	El proyecto fue objeto de diversas indicaciones, de las cuales se rechazaron las siguientes:

	1) De la señora Pollarolo, para intercalar en el artículo 10, tras la expresión “país” y el punto (.) que le sigue y antes de las expresiones “Su presidente”, la siguiente oración: “En el caso de personas jurídicas con fines de lucro, la mayoría de los socios deberán ser de nacionalidad chilena y en ningún caso más del 30% del capital social podrá pertenecer directa o indirectamente a personas de nacionalidad extranjera.”

	2) De los señores Martínez, don Gutenberg, Luksic y Elgueta, para agregar en el párrafo inicial del artículo 27 la frase siguiente: “Sin perjuicio de las penas aplicables al delito si este se ejecutare;”

	3) De los señores Aylwin y Elgueta, y de la señora Pollarolo, para intercalar entre los incisos primero y segundo del artículo 43, el siguiente:

	“Se reputarán como hechos de la naturaleza de los sancionados en el inciso precedente:

	a) En el ámbito de la prensa escrita, el control de más del 30% del mercado informativo nacional en manos de una persona natural o jurídica, sola o asociada con otras u otras; y el control directo o indirecto por una persona natural o jurídica, sola o asociada con otra u otras, de más del 30% de la distribución de los diarios de información general;

	b) El control de más del 15% del mercado informativo general por una sola persona natural o jurídica; o de más del 20% del referido mercado por dos o más personas naturales o jurídicas, asociadas;

	c) El dominio de dos o más tipos diversos medios de comunicación social en un mismo mercado, por una persona natural o jurídica, sola o asociada con otra u otras.”

	4) Del señor Viera-Gallo, para agregar el siguiente artículo nuevo:

	“Artículo...- Las nuevas escuelas universitarias de periodismo podrán adscribirse a un sistema de acreditación por parte de las escuelas de periodismo que tengan más de diez años de existencia, para que certifiquen la calidad de la enseñanza impartida.”

						--------



Texto del proyecto de ley aprobado.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os proporcionará en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente:











		Proyecto de ley:

Ley sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.



Título  I



Disposiciones generales



	Artículo 1º.� La libertad de emitir opinión y la de informar constituyen derechos fundamentales de todas las personas.  Su ejercicio incluye, por una parte, la más amplia de las libertades intelectuales, consistente en la facultad que tiene toda persona de exteriorizar por cualquier medio y sin coacción lo que piensa y cree y,  por la otra, la libertad de acceder a las fuentes de información y de opinión, la libertad de difundir o comunicar lo hallado en tales fuentes o que proviene de ellas, y la libertad de recibir la información. �

	Toda persona natural o jurídica tiene el derecho de  fundar, editar y mantener medios de comunicación social, sin otras condiciones que las que señalan esta ley, o la respectiva legislación especial, en el caso de las emisoras de radiodifusión sonora o televisiva.

	Igualmente, se reconoce el derecho de las personas a estar debidamente informados sobre las distintas expresiones culturales, sociales o políticas existentes en la sociedad. �

	Artículo 2°.- Para todos los efectos legales se entenderá por medio de comunicación social: Los medios aptos para (fijar, almacenar, grabar, reproducir,) � transmitir, divulgar, difundir o propagar información, palabras, datos, sonidos, imágenes u otros signos dirigidos o destinados  al público, tales como los diarios, revistas y periódicos; los servicios informativos; las editoras; las agencias de noticias; las emisoras de radiodifusión sonora o televisiva; la cinematografía; los impresos; los sistemas electrónicos que emitan señales u ondas; los� medios radioeléctricos, televisivos, (electrónicos,) � magnéticos,  ópticos, de sonido, de sonidos sincronizados con imágenes, químicos o mecánicos, (y sus respectivos soportes o fijaciones; los bancos de datos o las redes computacionales;)� u otros medios que reúnan dichas características, y que cumplan con los demás requisitos establecidos en esta ley.

	Se entenderá por diario toda publicación periódica que habitualmente se edite a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en esta ley.

	Artículo 3º.� Son periodistas las personas que estén en posesión del título profesional universitario de periodista válido legalmente en Chile y aquellas reconocidas como tales en virtud de una ley anterior.

	Los corresponsables extranjeros acreditados en Chile podrán ejercer las funciones  de periodista y se regirán  por las disposiciones de esta ley.

	Artículo 4º.� Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1° y de las atribuciones propias de los medios en materia de contratación y administración, son funciones que corresponden preferentemente a la profesión periodística las de reportear, elaborar y editar habitualmente noticias, informaciones, notas, crónicas, reportajes, pautas y libretos informativos, que se utilicen o difundan en los medios de comunicación social.	

	Artículo 5º.� Es obligación de los propietarios o concesionarios de todo medio de comunicación social mantener un registro público actualizado de las personas que, no siendo periodistas ejerzan, en forma permanente o periódicamente, funciones informativas en el respectivo medio o servicio. A estas personas, mientras ejerzan tales funciones, deberá proporcionárseles una credencial que acredite estas circunstancias.

	Toda inscripción o caducidad en los mencionados registros deberá ponerse en conocimiento de las asociaciones representativas de los periodistas en el plazo de 30 días, contado desde la fecha en que una persona comenzó a cumplir las referidas funciones o desde que dejó de ejercerlas.

	Artículo 6º.� Los periodistas, directores y editores de medios de comunicación social, cuando sean citados a declarar, a propósito de las informaciones (confidenciales)� que obtengan o reciban en el desempeño de su profesión o función, no estarán obligados a revelar sus fuentes personales de información ni las fuentes materiales de las que pudiere deducirse quienes son las personas que han facilitado aquella información, ni aun tratándose de delitos (, salvo los contemplados en las  leyes que sancionan el tráfico de estupefacientes o sustancias psicotrópicas y las conductas terroristas).� Regirá para ellos la disposición del inciso segundo del artículo 171 del Código de Procedimiento Penal y en los que les sea aplicable el número 2° del artículo 201 del Código de Procedimiento Penal. �

	Se aplicará también esta norma a las personas que por su oficio o actividad informativa hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de recibirse la información confidencial.

	No regirá lo dispuesto en el este artículo tratándose de informaciones relativas a los delitos contemplados en las leyes que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas y las conductas terroristas.�

	Artículo 7º.� Ningún periodista puede ser obligado a que sus trabajos se presenten identificados con su nombre, cara o voz, como autor, cuando ellos hubieren sido alterados substan�cialmente por el director o el editor sin su consentimiento. La infracción reiterada de esta disposición, entendiéndose por tal la que ocurra a lo menos dos veces en el lapso de un mes, dará derecho al periodista a poner término a su contrato en las condicio�nes establecidas en la ley laboral para el caso de incumpli�miento grave de las obligaciones contractuales por parte del empleador.

	Artículo 8°.�	Gozarán del derecho preferente del artículo 4° los alumnos de los dos últimos años del plan de estudios de las escuelas universitarias de periodismo, cuando estén obligados  a realizar prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, dentro de los plazos señalados por éstos, y los egresados de las mismas, dentro de los dieciocho meses siguientes a la fecha de su egreso, siempre que no los afecte la inhabilidad señalada en el artículo 44 de este cuerpo legal.

	Artículo 9°.�	El Estado tiene la obligación de garantizar el pluralismo en el sistema informativo, para lo cual habrá de favorecer la coexistencia de  diversidad de medios de comunicación social y la libre competencia entre ellos, asegurando la expresión efectiva � de las distintas corrientes de opinión, así como la variedad social, cultural y económica de las regiones.

	Con el objeto de verificar la garantía señalada en el inciso anterior, el Estado, a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, destinará anualmente recursos para la realización de estudios sobre el estado y evolución del pluralismo en el sistema informativo. Estos recursos se asignarán, mediante concurso, entre los proyectos presentados por instituciones académicas u otras especializadas en dicha materia.

	Para fijar los términos de referencia del concurso y su adjudicación, se constituirá, cada año, un grupo técnico presidido por el Ministro Secretario General de Gobierno, o la persona que él designe, e integrado por cuatro expertos en materias comunicacionales, designados, respectivamente, dos por el Consejo Asesor de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) y dos por el Instituto de Chile. Corresponderá a este grupo elaborar las bases técnicas del concurso; organizar el llamado público para la presentación de proyectos y, previo su análisis, elegir aquellos de mayor excelencia que serán financiados.

	Completados los estudios, el Ministerio Secretaría General de Gobierno promoverá su más amplia difusión. �

	Las autoridades pertinentes procurarán que, a lo menos en parte, los fondos que establecen los presupues�tos del Estado, de sus organismos y empresas, y de las municipalida�des, destinados a avisos, llamados a concursos, propuestas y publici�dad, que tengan una clara identificación regional, provin�cial o comunal, sean destinados a efectuar la correspon�diente  publica�ción o difusión en medios de comunicación social regionales, provincia�les o comunales.

	Para dar cumplimiento a su función de fomentar las expresiones culturales, de cautelar el patrimonio histórico, artístico y  cultural de la región, incluidos los monumentos nacionales, y de velar por la protección y el desarrollo de las etnias originarias, los  gobiernos regionales estimularán la realización, difusión o edición de programas, suplementos y espacios destinados a servir tales propósitos, procurando que ellos sean publicados o difundidos, preferentemen�te, en medios de comunicación social de las provincias y comunas pertenecientes a la respectiva región.

Título II



De las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social.



	Artículo 10.� El propietario de un medio de comunicación social y el titular de una concesión o permiso de un servicio de radiodifusión sonora, cuando se trate de una persona natural, deberá ser chileno, tener domicilio en el país y no estar procesado ni haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva. Tratándose de personas jurídicas de derecho público o privado, deberán estar constituidas en Chile y tener domicilio en el país. Su presidente, gerente, administradores y representantes legales deberán ser chilenos y no estar procesados ni haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva.

	En el domicilio de los medios de comunicación social deberá existir, a disposición de cualquier persona que lo solicite, el nombre e individualización completa de la o las personas naturales o jurídicas propietarias del medio de que se trata, con indicación precisa del porcentaje, monto y modalidades de su participación en la propiedad o en el capital de la empresa, todo esto debidamente actualizado.

	Artículo 11.� Los medios de comunicación social deben tener un director  responsable y una persona, a lo menos, que lo reemplace.

	El director y  quienes lo reemplacen deberán  ser mayores de  edad, tener domicilio y residencia en el país, ser personas que no tengan fuero por disposición constitucional, estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, y no haber  sido condenados en los dos últimos  años como reincidentes en delitos penados por esta ley.

	Artículo 12.� Para iniciar el funcionamiento de un medio de comunicación social, deberá cumplirse con las exigencias de los artículos anteriores.

	Para la televisión y la radiodifusión se aplicarán, en su caso, las normas establecidas en las leyes sobre telecomunicaciones y del Consejo Nacional de Televisión.

	Tratándose de los medios de comunicación social escritos, la iniciación de actividades se hará mediante una presentación firmada ante notario al Intendente Regional que corresponda al domicilio del medio, debiendo adjuntarse copia de ella al Director de la Biblioteca Nacional, en la que se indique lo siguiente:

	a) El título del diario, revista o periódico e indicación de los períodos que mediarán entre un número y otro;

	b) El nombre completo, profesión, domicilio y cédula nacional de identidad del propietario, si fuere persona natural, o de las personas que tienen la  representación  legal de la sociedad, si se tratare  de una persona jurídica;

	c) El nombre completo, domicilio y cédula de identidad del director  y  de  la o las personas que deben substituir�lo, con indicación del orden de precedencia en que ellas deben asumir su reemplazo;

	d) La ubicación de sus oficinas principales, y

	e) Los antecedentes a que se refiere el inciso segundo del artículo 10.

	Cualquier cambio  que se  produzca respecto a las anteriores enunciaciones, será objeto de una nueva declaración hecha en la forma antes establecida y presentada dentro de los cinco días siguientes al cambio producido.

	El Director de la Biblioteca Nacional deberá llevar un registro actualizado de los medios escritos de comunica�ción social existentes en el país, con indicación de los antece�dentes señalados en el inciso primero.

	Artículo 13.� En la primera página o en la página editorial o en la última y en lugar destacado de todo diario, revista o escrito periódico, y al iniciarse y al finalizar las transmisiones diarias de toda emisora de radiodifusión sonora o televisiva, se indicarán el nombre y el domicilio del propietario o concesionario, en su caso, o del representante legal, si se tratare de una persona jurídica. Las mismas menciones deberán hacerse respecto del director responsable.

	Artículo 14.� Toda persona que tenga a su cargo cualquier tipo de establecimiento impresor, deberá poner un pie de imprenta en cada uno de los ejemplares que publique, el cual deberá especificar el nombre de éstos, el lugar y la fecha de la impresión.

	Igual obligación tendrán las personas que tengan a su cargo establecimientos de grabación sonora o de producción audiovisual o de difusión televisiva o cinematográfica.

	Artículo 15.� Todo responsable de un establecimiento impre�sor enviará, de los impresos que publique y al tiempo de su publicación, dieciocho ejemplares a la Biblioteca Nacional.

	Para el solo efecto de lo establecido en el inciso anterior, se entenderá por impreso toda reproducción del pensamiento humano por medio de la imprenta, o de discos, cintas magnetofónicas, mimeógrafos, material fílmico o audiovisual u otros procedimientos similares, que estén destinados a ofrecerse  al público.

	Cuando un trabajo de impresión se efectúe en parte en un taller y en parte en otro, será el editor quien deberá cumplir con la obligación indicada en el inciso primero.

	Los importadores de alguno de los materiales señalados en este artículo, destinados a circular en el país, deberán enviar dos ejemplares de cada uno de esos títulos u obras a la Biblioteca Nacional, cuando el conjunto internado sea igual o superior a mil anuales. 

	Los impresos que se envíen a la Biblioteca Nacional serán distribuidos conforme con el reglamento.

	Artículo 16.� Las estaciones de radiodifusión, las de televisión de libre recepción y las de recepción limitada respecto de sus programas de origen nacional, estarán obligadas a dejar copia o cinta magnetofónica y a conservarla durante 30 días, de toda transmisión de noticias, entrevistas, charlas, comentarios, conferencias, disertaciones, editoriales o discursos.

	Artículo 17.� La infracción de cualquiera de los requisitos y exigencias señalados en las disposiciones precedentes de este título se sancionará con multa de diez a cincuenta � unidades tributarias mensuales.

	Del pago de tales multas, en lo que fuere pertinente, aplicadas al director, será solidariamente responsable el propietario o concesionario del medio.

	En caso de infracción de los artículos 10, 11  y 12, el tribunal dispondrá, además, la suspensión  del  medio hasta tanto no se les dé cumplimiento.

	Artículo 18.- El conocimiento y fallo de estas causas corresponderá al juez del crimen correspondiente al domicilio del medio de comunicación social. 

	Artículo 19.� La responsabilidad por las infracciones previs�tas en este título prescribirá en seis meses, contados desde su comi�sión.

Título III



Del derecho de aclaración y de rectificación.



	Artículo 20.� Todo medio de comunicación social estará obligado a difundir gratuitamente, de acuerdo con lo que establece el artículo 19, Nº 12, párrafo tercero, de la Constitución Política, la aclaración o la rectificación que le sea dirigida por cualquiera persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por alguna información emitida a  través de él.

	La misma obligación regirá respecto de la aclaración que presente una  persona natural o jurídica que haya sido deliberadamente silenciada con respecto a un hecho u opinión de importancia o trascendencia social. �

	Lo anterior regirá  aun cuando la información  que la motiva provenga de una inserción o de declaraciones de terceros. En este caso, el medio podrá cobrar el costo en que haya incurrido por la aclara�ción o la rectificación a quien haya ordenado la inserción o efectuado la declaración que la motivó.

	Las aclaraciones y las rectificaciones deberán circunscribirse, en todo caso, al objeto de la información que las motiva y no podrán tener una extensión superior a la de ésta; pero el director del medio no podrá exigir que aquéllas tengan menos de trescientas palabras, ni el afectado que tenga más de mil.  En el caso de la radiodifusión sonora o televisiva, el límite máximo no podrá exceder de dos minutos.

	Toda persona tiene derecho a que se corrijan las inexactitudes, omisiones � y falsedades de los datos que sobre ella se encuentren registradas en alguna base de datos computacionales, pública o privada, acreditando tal circunstancia a través de medios probatorios suficientes y, hecha la rectificación, a que se le otorgue una certificación en que conste la enmienda. Corregida la información, el administrador o responsable del archivo o base de datos computacional la comunicará a la mayor brevedad a quienes el interesado señale y, en su caso, a aquél que la proporcionó originalmente o sirvió de fuente de la información enmendada.

	El administrador o responsable de un archivo de datos que no haya aceptado la corrección solicitada por la persona que se sintiera afectada, podrá ser requerido judicialmente a través del procedimiento establecido en el artículo 23, pudiendo ser obligado a efectuar la rectificación, enmienda o complementación por sentencia judicial, y a indemnizar los perjuicios que hubiere causado.

	Artículo 21.� Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 62 de esta ley, todo interesado podrá, a su costa, solicitar direc�tamente de las emisoras de radiodifusión sonora o televisual la entrega de las copias o cintas a que se refiere el artícu�lo 16, las que el medio requerido deberá poner a disposición del peticionario dentro de tercero día.

	El requerimiento al medio de comunicación social en que se solicite que se publique o emita una aclaración o una rectificación, deberá  dirigirse a su director, o a la persona que deba reemplazarlo, de acuerdo con  lo señalado en el artículo 12, inciso tercero, letra c), dentro del plazo de veinte días, contado  desde la fecha de la difusión  que las motive.

	Los notarios y los receptores judiciales estarán obligados a notificar el requerimiento al director del medio de comunicación social en que hubiere apare�cido o se hubiere difundido la información objeto de la aclara�ción o rectificación, o a quien  deba reemplazarlo, a simple solicitud del interesado.  La notificación se hará por medio de una cédula que contendrá íntegramente el texto de la respuesta, la que será entregada al director o a la persona que lo reempla�ce.

	Artículo 22.� El escrito de aclaración o de rectificación deberá publicarse íntegramente, sin intercalaciones, en la misma página y con los mismos caracteres que la información que los haya provocado.

	En el caso de emisoras de radiodifusión sonora o televisiva, la aclaración o la rectificación deberán difundirse en el mismo espacio, hora�rio, programa o audición y con las mismas características de la transmisión que las haya motivado. Si, por cualquiera  razón,  dicho programa o audición hubiere dejado  de transmitirse, la difusión se hará en el mismo día y horario en que aquélla se efectua�ba, precedida de  una explicación sobre este hecho, emanada  de la dirección responsable del medio. Lo anterior regirá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31.

	La difusión destinada a rectificar o aclarar se hará, a más tardar, en la primera edición o transmisión que reúna las características indicadas y que se efectúe después de las veinticuatro horas siguientes a la entrega de los originales que la contengan. Si se tratare de una publicación que no aparezca todos los días, la aclaración o la rectificación deberán entregarse con setenta y dos horas de anticipación, por lo menos.

	El director del medio de comunicación social no podrá negarse a difundir la aclaración o la rectificación, salvo que ellas no se ajusten a las exigencias del inciso cuarto � del artículo 20. Se presumirá su negativa si no difundiere la aclaración o la rectificación en el plazo señalado en el inciso anterior.

	Si el medio hiciere nuevos comentarios a la aclaración o a la rectificación, el afectado tendrá derecho a réplica según las reglas anteriores.  En todo caso, tales  comen�tarios deberán hacerse en forma tal, que se distingan claramente de dicha aclaración o rectificación.

	Artículo 23.� La reclamación por las infracciones de los artículos anteriores deberá hacerse al juez del crimen competente, acompañada de los medios de prueba que le sirvan de fundamento.

	Artículo 24.- La reclamación será notificada al director o a la persona que lo reemplace y al  repre�sentante legal del medio, por cédula que contendrá copia íntegra de ella  y su proveí�do. Serán lugares hábiles para practicar esta notificación los domicilios que se hubieren señalado en conformidad con lo dispues�to en las letras b) y c) del inciso tercero del artículo 12.

	El tribunal concederá a los emplazados tres días para responder. Vencido este término, hayan o no hayan contestado, resolverá sin más trámite y en forma fundada.

	El tribunal, en la resolución que ordene publicar la aclaración o la rectificación, podrá aplicar al director una multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales. Esta resolución será apelable en el solo efecto devolutivo y el recurso será visto de preferencia sin esperar la comparecencia de las partes.

	El director que desobede�ciere la orden de publicar la aclaración  o la rectificación, será  sancionado como autor del delito de desacato con la pena del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil y, además, con una nueva multa  de doce a veinte unidades tributa�rias mensuales, sin perjuicio de decretarse  la suspensión inmediata e  indefinida del medio de que se trate. Estas últimas serán impuestas de inmediato por el tribunal.

	El propietario del órgano en que deba efectuarse la  publicación o el concesionario de la estación radiodifusora o televisiva, podrá solicitar se alce la suspensión decretada por el juez, comprometiéndose a insertar o difundir la respuesta en la primera edición o transmisión próximas. Si alzada dicha medida no se insertare o difundiere la respuesta, el tribunal decretará la suspensión inmediata del medio, la que cesará de pleno derecho cuando se produzca la referida publicación.

	Cuando por  aplicación de las disposiciones de este artículo un medio de comunicación social fuere suspendido temporalmente, su personal perci�birá, durante el lapso de la suspensión, todas las remuneraciones a que legal o contractualmente tuviere derecho, en las mismas condiciones como si estuviere en funciones.

	Artículo 25.- Toda persona tiene derecho a exigir que los antecedentes, datos o relación de hechos propios de su intimidad o privacidad, amparados por el artículo 19, N° 4°, de la Constitución Política del Estado, sean excluidos de un archivo de datos cuya finalidad sea transferirlos o difundirlos por cualquier medio, a menos que su inclusión tenga un fundamento legal.

 	Artículo 26.� El derecho a que se refiere este título prescribirá dentro del plazo de veinte días, contado desde la fecha de la emisión. Sólo podrá ser ejercido por la persona ofendi�da o injustamente aludida; por sus familiares, en caso de fallecimiento de ésta, o por su representante, en caso de enfermedad o ausencia.

	Para todos los efectos relativos a esta ley, se entenderá por "familia" o "familiares" de una persona el cónyuge, los parientes en la línea recta por consanguinidad o afinidad legítima, los padres e hijos naturales y la descendencia legítima de éstos, los hijos ilegítimos reconocidos y los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad legítimas.



Título IV



De los delitos.



Párrafo 1º



De los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social



	Artículo 27.� El que a través de algún medio de comunicación social  induzca directamente a la comisión de crímenes o simples delitos, será castigado con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 28.� El que, por cualquier medio de comunicación social  reali�zare publicaciones o transmisiones que conciten el odio, la hostilidad o el menosprecio respecto de personas o colectividades en razón de su raza, religión o nacionalidad, será penado con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tribu�tarias mensuales. �

	Artículo 29.� La atribución de hechos, noticias o documentos substancialmen�te falsos,  o supuestos, o alterados en forma esencial, o imputados inexactamente a una persona, a través de algún medio de comunicación social, será sancionada con multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales cuando ocasionare grave daño a la seguridad, el orden, la administración, la salud o la economía públicos.

	La misma sanción se aplicará cuando la difusión de tales contenidos fuere lesiva a la dignidad, el crédito, la reputación o los intereses de personas natura�les y sus familiares o de personas jurídicas.

	Artículo 30.� En los casos del artículo 29, la rectificación completa y oportuna en el mismo medio de comunicación social será causal extintiva de la responsabilidad penal. 

	Respecto de la responsabilidad civil, el juez deberá considerar dicha rectificación al resolver sobre la apreciación del daño. 

	Se entenderá completa y oportuna la recti�ficación que admita sin reticencias la falsedad de los hechos, noticias o documentos divulgados y que sea hecha antes de la audiencia a que se refieren los artículos 554 y 574 del Código de Procedimiento Penal; o aquella que se efectúe en el formato y oportunidades indicados en el inciso tercero del artículo 22. 

	La rectificación misma  deberá efectuarse con idénticas características a las que hubiere tenido la difusión de las falseda�des y le será igualmente aplicable lo prescrito en el inciso final del artículo anteriormente citado.

	Artículo 31.� El medio de comunicación social  que a sabiendas publicare  documentos oficiales que tuvieren carácter secreto  por disposición de la ley, será sancionado con multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales. Si esta difusión causare alguno de los daños a que se refiere el artículo 29, la multa será de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 32.� Los delitos de calumnia e injuria cometi�dos a través de cualquier medio de comunicación social, serán sancionados con las penas corporales señaladas en los artículos 413; 418, inciso prime�ro, y 419 del Código Penal, y con multas de veinte a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales en los casos del Nº 1 del artículo 413 y del artículo 418; de veinte a cien unidades tributarias mensuales en el caso del Nº 2 del artículo 413 y de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 419.

	Artículo 33.� Al inculpado de haber causado injuria por algún medio de comunicación social, no le  será admitida prueba sobre la verdad de sus expresiones sino cuando hubiere imputado hechos determi�nados y concurrieren  también  una o más de las circunstancias siguien�tes:

	a) Que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real.

	b) Que el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios concernientes a  tal ejercicio.

	c) Que la imputación aludiere a directores o administradores de empresas comerciales, industriales o financie�ras, que solicitaren públicamente capitales o créditos y versare sobre hechos relativos a su desempeño en tales calidades, o sobre el estado de los negocios de las empresas en cuestión.

	d) Que la imputación se dirigiere contra algún testigo en razón de la deposición que hubiere prestado, o de ministros de un culto permitido en la República sobre hechos concernientes al desempeño de su ministerio.

	En estos casos, si se probare la verdad de la imputación, el acusado será sobreseído definitivamente o absuel�to de la acusación.

	No constituirán injurias las apreciaciones que se formularen  en artículos de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica o deportiva, salvo que su tenor pusiere de manifiesto el propósito de injuriar, además del de criticar.

	Artículo 34.� La imputación, a través de un medio de comunicación social, de un hecho o acto falso relativos a la vida privada y pública y a la honra de una  persona y de su familia, o que les cause injustificadamente daño o descrédito, será sancionada con la pena de multa de veinte a cien unidades tributarias mensua�les, la que se duplicará en caso de reiteración o de reincidencia.

	Al inculpado se le admitirá prueba de verdad de la imputación, a menos que ella constituya por sí misma el delito de injurias a particulares, en los siguientes casos:

	a) Si acreditare que el hecho verdadero imputado, aunque perteneciente a la vida privada, posee real importancia respecto del desempeño correcto y eficaz de la función públi�ca, o de la profesión u oficio del afecta�do, o de alguna actividad de significativa relevancia para la comunidad, o

	b) Si el ofendido exigiere prueba de verdad de la imputación contra él dirigida,  siempre que dicha prueba no afectare el honor o los legítimos secretos de terceros. 

	En los casos de las letras a) y b)  del inciso anterior, probada la verdad de la imputación, el inculpado quedará exento de pena.

	Artículo 35.� Será sancionado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y con multa de cien a doscientas unidades tributa�rias mensuales el que  maliciosamente captare palabras o imágenes de otra persona, no destinadas  a  la publicidad. El que las difundiere, sin el consentimiento del afectado, produciendo a su respecto daño o descrédito, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de doscientas a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

	Artículo 36.�  La  difusión de noticias o informaciones emanadas de jui�cios, procesos o gestiones judiciales pendientes o afina�dos, no podrá invocarse como eximente o atenuante de responsabi�lidad civil o penal, si con dicha difusión se cometiere alguno de los delitos sancionados en los artículos 32, 34, 35 y 38.

	Se exceptúan  de lo  dispuesto en el inciso anterior las publicaciones jurídicas de carácter especializado, las que no darán lugar a responsabilidad civil ni penal por la difusión de noticias o  informaciones de procesos o gestio�nes judiciales.

	Artículo 37.� Se prohíbe la divulgación, por cualquier medio de comunicación social, de la identidad  de menores de dieciocho años que  sean autores, cómplices, encubridores o víctimas de delitos, o de cualquier otro antecedente que, directa o indirectamente, conduzca a ella. 	La infracción de este artículo será sancionada con multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 38.� El que  cometiere el delito de ultraje público a las buenas costumbres, a través de algún medio de comunicación social, será castigado con prisión en su grado medio a reclusión menor en su grado mínimo y  multa de dos a ochenta unidades tributarias mensuales.

	Se considerará en especial que comete ultraje público a las buenas costumbres y será castigado con las penas establecidas en el inciso anterior:

	a) El que internare, y el que públicamente vendie�re, distribuyere, exhibiere, pusiere en venta, arrendare, donare, ofreciere o difundiere escritos, impresos o no impresos; figu�ras, estampas, dibujos, grabados, emblemas, videos, material de cine, fonogramas, discos, casetes, o cualquier objeto o imagen pornográficos o contrarios a las buenas costumbres. Si la venta, arriendo, donación, oferta, distribución, exhibición o difusión fueren dirigidos a menores de dieciocho años, serán punibles, aunque no se efectúen públi�camente.

	La distribución a domicilio de los escritos u objetos enumerados será castigada también con la misma pena; pero el simple hecho de entregarlos al correo o a alguna empresa de transporte o distribución sólo será pesquisable cuando la entrega se hiciere bajo faja o en sobre abierto, y, en todo caso, después de llegar a poder del consignatario.

	b) El que profiriere o publicare, a través de cualquier medio de difusión expresiones, hechos, acciones, avisos o correspondencia pornográficos o contrarios a las buenas costumbres. 

	c) El impresor, editor o productor de medios de difu�sión, en cuyo taller o estudio se imprimiere o multiplicare material de contenido pornográfico o atentatorio contra la moral o las buenas costumbres.

	El editor, el impresor o el productor sólo podrán excusar su responsabilidad probando que los hechos indicados precedentemente han sido ordenados o realizados sin su conoci�miento o autorización.

	Artículo 39.� El ultraje público a las buenas costumbres, en cual�quiera de las formas enunciadas en el artículo anterior, cuyo objeto sea la perversión de menores de dieciocho años, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a ciento sesenta unidades tributarias mensuales.

	Artículo 40.� Los tribunales sólo podrán suspender la divulga�ción de informaciones por cualquier medio de comunicación social, en juicios penales en estado de sumario, cuando existan antecedentes inequívocos y revestidos de seriedad de que la divulgación pueda entorpecer gravemente el éxito de la investigación, o atentar contra la seguridad del Estado o contra la garantía constitucional señalada en el artículo 19, N° 4°, párrafo primero, de la Constitución Política de la República. Quien infrinja dicha suspensión será sancionado con reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.

	La suspensión deberá ser ordenada en resolución fundada y motivada,  por un plazo no superior a veinte días, pudiendo recaer sobre la totalidad de las actuaciones del proceso o sólo sobre alguna o algunas de ellas. En todo caso, el tribunal deberá  decretar el inmediato término de la medida si dejan de existir las circunstancias que la originaron.

	La suspensión regirá desde el momento en que el juez lo determine en su resolución, la que será publicada, en extrac�to redactado por el secretario del tribunal, gratuitamente en el Diario Oficial y, además, en uno o más diarios y en una o más emisoras de radiodifusión sonora y televisiva que el juez deter�mine, del lugar en que se siguiere la causa o de la cabecera de la provincia o de la capital de la región, si allí no los hubiere. La no publicación de la mencionada resolución, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, será sancionada como delito de desaca�to con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.

	La resolución que ordene la suspensión será apelable en el solo efecto devolutivo y no procederá a su respec�to la orden de no innovar. El recurso podrá interponerse por las partes, por los medios afectados o por cualquier persona capaz de parecer en juicio. Deducida la apelación, el tribunal deberá pronunciarse sobre su procedencia dentro de las veinticuatro horas siguientes y elevará los antecedentes de inmediato al tribunal de alzada respectivo. El recurso gozará de prefe�rencia, debiendo verse, en todo caso, el día hábil siguiente de ingresado a la Corte respectiva, en tabla agregada. Sin perjuicio de este recurso, en cualquier momento, las partes, los medios afectados o cualquier persona podrán pedir la revocación de la suspensión. La resolución que recaiga en ella será apelable en los mismos términos.

	Artículo 41.� Los medios de comunicación social se eximirán de respon�sabili�dad penal respecto de la publicación de las opiniones vertidas por los parlamentarios en los casos señalados en el inciso primero del artículo 58 de la Constitución Política, demos�trando su exacta conformidad con lo por ellos expresado.

	Tampoco  dará lugar a acción penal  la difusión de las alegaciones produ�cidas ante los tribunales de justicia.

Párrafo 2º



De los delitos cometidos contra las libertades de

opinión y de información.



	Artículo 42.� La persona que desempeñando funciones públicas impidiere arbitrariamente la libre y legítima publicación de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social, fuera de los casos previstos por la Constitución o la ley, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cuarenta a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 43.� En razón de los propósitos del decreto ley Nº 211, de 1973, se considerarán, entre otros, como hechos, actos o conven�ciones, que tienden a impedir la libre competencia, los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, la circulación, el avisaje  y la comercialización de los medios de  comunicación. Quienes los ejecuten o cele�bren incurrirán en la pena establecida en el artículo 1º, inciso primero, de ese cuerpo legal.

	Para los efectos del inciso segundo del artículo 1º de ese decreto ley, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social.

	Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social deberá ser informado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro de treinta días de ejecutado.

	Para los efectos de lo previsto en este artículo, se aplicarán los procedimientos y sanciones contemplados en dicho decreto ley, con la salvedad de los procesos criminales a que pueda dar lugar, respecto de los cuales regirá lo dispuesto en la letra b) del  artículo 52.

	Dentro de sus respectivos territorios jurisdiccionales, las Comisiones Preventivas deberán llevar un registro público actualizado de los propietarios de medios de comunicación social.�

Título V



De la responsabilidad y del procedimiento.



	Artículo 44.� La responsabilidad penal por los delitos cometi�dos en razón del ejercicio abusivo de las libertades de emitir opinión y de informar, a través de algún medio de comunicación social, se determinará según las reglas generales del Código Penal y el inciso segundo del artículo 39 del Código de Procedimiento Penal.

	Se considerará también autores, tratándose de los medios de comunicación social, al director o a quien legalmente lo reemplace al efectuarse la difusión.

	Quedarán exentas de responsabilidad penal las personas señaladas en el inciso anterior, cuando acrediten que no hubo culpa de su parte en la difusión delictuosa.

	Artículo 45.� La acción civil para obtener la indemnización de daños y perjuicios derivada de delitos penados en esta ley se regirá por las reglas generales.

	La comisión de los delitos se�ñalados en los artículos 29, 32 y  34  dará derecho a indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral.

	Si la acción civil fuere ejercida por el ofendido, no podrán ejercerla sus familiares. Si sólo la ejercieren éstos, deberán obrar conjuntamente y constituir un solo mandatario.

	El tribunal fijará la cuantía de la indemnización tomando en cuenta los antecedentes que resultaren del proceso sobre la efectividad y gravedad del daño sufrido, las facultades económicas del ofensor, la calidad de las personas, las circuns�tancias del hecho y las consecuencias de la imputación, difusión o amenaza para el ofendido. En estos casos la prueba se apreciará en conciencia. Todo ello será sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31.

	No regirá en estos casos lo  dispuesto en el artículo 2331 del Código Civil.

	Artículo 46.� Si las conductas a que se refieren los artícu�los 32 y 34 consistieren en la imputación de la comisión de un delito, no habrá lugar a indemnización cuando se probare tal comisión por sentencia ejecutoriada.

	Tampoco habrá lugar a acción civil de perjuicios cuando, tratándose de una noticia falsa, en los términos expresados en el artículo 29, el medio de comunica�ción se limitare a reproducir noticias, informaciones o declaraciones que provinieren de una fuente que, a juicio del tribunal, sea razonablemente confiable o idónea respecto de la materia de que se trate, o que se difundiere en programas, secciones o espacios determinados, transmitidos en directo y abiertos al público, respecto de los cuales se señalare expresamente que lo allí difundido no comprome�te al medio de comunicación social.

	Artículo 47.� La justicia ordinaria será siempre competente para conocer de los delitos de cualquier espe�cie, cometidos a través de un medio de  comunica�ción social con motivo del ejercicio de las libertades de opinión e información, así como de las acciones civiles derivadas de aquéllos.

	La competencia a que se refiere el inciso anterior no se alterará en razón de la conexidad a que se refiere el artículo 165 del Código Orgánico de Tribunales, ni por la aplica�ción de las normas sobre concurso ni en virtud del fuero que goce alguna de las partes, el afectado o sus responsables criminal o civilmente, ni por motivo sobreviniente alguno.

	Artículo 48.� Sin embargo, las causas mencionadas en el inciso primero del artículo anterior, que versen sobre delitos previstos y sancionados en el Código de Justicia Militar o en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad  del  Estado, cometidos exclusivamente por militares, serán de la competencia de los tribunales milita�res. En tales procesos no se aplicarán, en caso alguno, las normas  de extensión  establecidas en los artículos 168 y 169 del Código Orgánico de Tribunales, 11 del Código de Justicia Militar e incisos cuarto y quinto del artículo 26 de la ley sobre Seguri�dad del Estado.

	Si  en tales causas alguno de los delitos indicados en el inciso precedente o algún delito con ellos conexo hubiere sido cometido conjunta o separadamente por civiles y militares, se juzgará a  todos ellos en un solo proceso, cuyo conocimiento corresponderá, en primera instancia, a un ministro de la Corte de Apelaciones respectiva y, en segunda instancia, a la Corte con excepción de ese ministro; si el tribunal de segunda instancia  constare de más de una Sala, conocerá de estas causas la  que corresponda, previo sorteo. Esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra.

	Artículo 49.� Si  con motivo de la comisión de distintos delitos y a consecuencia de la aplicación de las reglas establecidas en los artículos precedentes, un mismo agente militar resultare inculpado o procesado en causas substanciadas coetáneamente por la justicia ordinaria y la militar, preferirán las medidas o diligencias decretadas por esta última a las ordenadas por aquélla.

	Los tribunales deberán remitirse recíprocamente copias de los autos de procesamiento y de las resoluciones que se dictaren en sus respectivas causas, las que deberán agregar�se a los autos.

	El tribunal que dictare el último fallo no podrá considerar circunstancias modificatorias de la responsabili�dad criminal que, de estar acumulados los procesos, no se hubieren podido tomar en cuenta.

	El procesado podrá solicitar del tribunal superior común, dentro del plazo de un año, a contar de la fecha del último fallo, la unificación de las penas cuando ello lo beneficia�re.

	Artículo 50.� De las causas relativas a los delitos previstos y sancio�nados en el Título IV, así como de las mencionadas en el inciso primero del artículo 47, conocerá el juez del crimen competente según las reglas generales. Sin embargo, cuando se trate de delitos contemplados en la ley No.12.927, sobre Seguridad del Estado, se aplicará siempre la disposición del inciso primero del artículo 26 de dicho cuerpo legal.

	Artículo 51.� En la tramitación de las causas referentes a los delitos previstos y sancionados en el Título IV, se aplicará el procedimiento sobre faltas del Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal, con la sola excepción de los artículos 551, 569, 563 y 568 de dicho cuerpo legal. 

	Artículo 52.� Sin embargo, se seguirá la tramitación estable�cida en el Libro Segundo del Código de Procedimiento Penal en los casos siguientes:

	a) En las causas relativas a los delitos establecidos en los artículos 31 y 35.

	b) En los procesos criminales indicados en el artículo 43, pero con las modificaciones contenidas en el título V del decreto ley N° 211, de 1973.   

	c) En las causas indicadas en el inciso primero del artículo 47,  relativas a delitos no sancionados en el Título IV.

	Artículo 53.� Sin perjuicio de las reglas de los artículos preceden�tes, regirá la tramitación establecida en el Título VI de la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, en los casos siguientes:

	a) Cuando alguna de las causas señaladas en el primer inciso del artículo 47 verse acerca de delitos de la ley de Seguridad del Estado.

	b) En el caso contemplado en el inciso segundo del artículo 48.

	Artículo 54.�  Las causas señaladas en el inciso primero del artículo 48, atinentes a delitos del Código de Justicia Militar, se trami�tarán según el procedimiento establecido en el Título II del Libro Segundo del Código de Justicia Militar.

	Artículo 55.� No obstante las disposiciones de los artículos precedentes, los juicios por los delitos de calumnia e injuria, cuando se perpetraren a través de algún medio de comunicación social, se tramitarán en conformidad con el  procedimiento establecido en el Título II del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal.

	Artículo 56.� En todo caso, en los procedimientos señalados en los artículos 51, 52, 53, 54 y 55, cuando las causas versen sobre crímenes o simples delitos, habrá lugar a los recursos de casa�ción, en la forma y en el fondo, y de revisión, conforme con las reglas generales.

	Artículo 57.� Habrá acción pública para perseguir los delitos penados en esta ley, con excepción de los contempla�dos en los artículos 29, inciso segundo; 32, 33 y 34, cuyas acciones sólo podrán ser ejercidas por el personalmente ofendido o por sus familiares, en caso de su fallecimiento, enfermedad o ausencia.

	Artículo 58.� Durante el período probatorio o en la audien�cia de prueba, según corresponda, las partes podrán solicitar del tribu�nal un informe pericial sobre aspectos técnicos de la función perio�dística que, a su juicio, resulten indispensables para el mejor acierto del fallo. El perito será designado conforme con las normas generales del procedimiento civil o penal, según el caso, y deberá tener una experiencia de trabajo de, a lo menos, diez años en medios de comunicación social.

	Las asociaciones gremiales o corporaciones que agrupen a periodistas o a medios de comunicación social   podrán proponer a las Cortes de Apelaciones listas de personas idóneas para ejercer como peritos, de acuerdo con lo señalado  en este artículo.

	Artículo 59.� En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, el juez podrá ordenar que se recojan no más de cuatro de los ejemplares o copias que presumiblemente haya servido para cometer alguno de los delitos contemplados en esta ley.

	Esta medida podrá hacerse extensiva a todos los ejemplares o copias de la publicación presuntamente abusiva, si se tratare de los delitos contemplados en los artículos 27 y 38.	

	En la sentencia condenatoria, podrá ordenarse, en todo caso, el comiso o la destrucción total o parcial de los impresos o de las grabaciones sonoras o audiovisuales de cual�quier tipo, por medio de las cuales se haya cometido el delito. La sentencia condenatoria por delito de ultraje público a  las buenas costum�bres ordenará necesariamente dicha destrucción.

	Artículo 60.� Si la pena aplicada conforme con esta ley fuere sólo de multa, el hecho delictivo será considerado simple delito para todos los efectos legales.

	Artículo 61.� Tanto la acción penal como la civil provenien�tes de los delitos previstos en los artículos 27, 28, 29, 31, 32, 34, 37 y 38 prescribirán en el plazo de seis meses,  contado desde la fecha en que hubiere comenzado la difusión abusiva.

	Si la difusión se hubiere realizado inicialmente sólo en el extranjero, los plazos de prescripción señalados en el inciso anterior empezarán a correr desde la fecha de su difusión en el territorio nacional.

	Respecto de los demás delitos considerados en esta ley, el plazo de prescripción de la acción penal será el que corresponda según lo preceptuado en el artículo 94 del Código Penal y el de la acción civil el señalado en el artículo 2332 del Código Civil, los que comenzarán a correr desde el día de la perpetra�ción del hecho delictivo.

	El ejercicio de la acción penal, en cualquiera de sus formas, interrumpirá la prescripción de la acción civil, la que comenzará nuevamente a correr una vez ejecutoriada la senten�cia dictada en el juicio criminal.

	Artículo 62.� El tribunal del crimen competente, a petición del interesado, motivada en la posible comisión de un delito y a su costa, podrá requerir, de las emisoras de radiodifusión sonora y televisiva, el envío de las copias o cintas a que se refiere el artículo 16, para ponerlas a disposición del solicitante. Dicho envío deberá efectuarse dentro de tercero día de notificada al director responsable o a quien lo reemplace la resolución que acoja la petición.

	Artículo 63.� Siempre que alguno de los ofendidos lo exigie�re, el tribunal de la causa ordenará la difusión, en extracto redac�tado por el secretario del tribunal, de la sentencia condena�toria recaída en un proceso por alguno de los delitos a que se refiere el párrafo 1º del Título IV, en el medio de comunicación social en que se hubiere cometido la infracción. Tratándose de otros medios de difusión, la publicación se hará en aquél que el juez determine, a costa del ofensor.

	El director que desobedeciere dicha orden será sancionado con una multa de seis a diez ingresos mínimos. Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal ordenará apercibir, tanto al director como al propietario o concesionario del medio o a quien los represente, para que se efectúe la difusión en la edición o transmisión que el juez determine. Si tal apercibimien�to no fuere atendido, el tribunal decretará la suspensión indefi�nida del medio, la que cesará sólo cuando se produzca la publicación.

Disposiciones varias.

	Artículo 64.- Agrégase en el artículo 18 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, el siguiente inciso:

	“Ninguna personal natural o jurídica que participe en la propiedad de un servicio de televisión de libre recepción podrá participar en la propiedad de otro de igual naturaleza que cubra la misma zona de servicio.”

	Artículo 65.� Derógase el número 1 del artículo 158 del Código Penal.

	Artículo 66.� Introdúcense en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, las siguientes modificaciones: 

	a) Reemplázase el artículo 17 por el si�guien�te:

	"Artículo 17.- La responsabilidad penal por los delitos previs�tos y san�cionados en esta ley, cometi�dos por medio de la prensa escri�ta, se deter�minará según las reglas genera�les del Código Penal y el inciso segundo del artículo 39 del Código de Procedimiento Penal.

	Se considerará también autores al director o a quien legal�mente lo reemplace al efectuarse la difusión.

	b) Reemplázase el  artículo 18 por el siguiente:

	"Artículo 18.- Quedarán exentas de responsabilidad penal las personas señaladas en el inciso segundo del artículo precedente cuando acredi�ten que no hubo culpa de su parte en la difusión delictuo�sa.

	Tratándose de impresiones clandestinas, el impre�sor o la persona que tuviere a su cargo la impren�ta, lito�gra�fía o taller impresor, responderán en todo caso."

	c) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:

	"Artículo 19.- La determinación de la responsabilidad por los delitos penados en esta ley, cometidos por medio de la radiodi�fusión o de la televi�sión, se sujeta�rá a las reglas señaladas en los artícu�los 17 y 18, inciso primero."

	Artículo 67.- Cuando el Estado otorgue una concesión radial o televisiva en atención a las características especiales del concesionario, éste sólo podrá enajenarla previa autorización de la autoridad respectiva, a menos que el adquirente sea una institución que reúna las mismas características del concesionario que vende.	

	Artículo 68.� Derógase la ley Nº 16.643, sobre Abusos de Publi�cidad, sin perjui�cio de lo establecido en el artículo 1° transitorio.

	Artículo 69.- Reemplázase la letra l) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, por la siguiente:

	“l) Establecer una franja especial de carácter cultural, dentro del período de alta audiencia, para un día específico de todas las semanas, en que los concesionarios deberán transmitir, simultáneamente, programas culturales. Se entiende que tienen este carácter aquellos que están dedicados a las artes o a las ciencias.”

	Artículo 70.- Las organizaciones gremiales que agrupan a los dueños de medios de comunicación y a los periodistas tendrán instancias de regulación de carácter ético respecto de sus afiliados, las que se regirán por sus reglamentos internos. Cualquier ciudadano que se sintiere afectado podrá recurrir antes ellas sin mayor formalidad que la formalización  por escrito del requerimiento o denuncia.�

Artículos transitorios.

	Artículo 1°.-  Mientras no se dicte una disposición legal expresa sobre las materias a que se refieren los incisos segundo y tercero  del artículo 3º y los artículos 49, 51 y 52, todos  de la ley Nº 16.643, continuarán vigentes las mencionadas disposiciones. 

	La norma del primer  inciso  del artículo 15 de esta ley se aplicará a todos los impresos.

	Artículo 2º.� Los jueces militares y las Cortes Marcia�les, dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley, deberán remitir a la Corte de Apelaciones respectiva los procesos pendientes sobre delitos cometidos con ocasión del ejercicio de las libertades de opinión e información y que, en virtud de los artículos 47 y 48, inciso segundo, pasen a ser de la competencia de los tribunales ordinarios. La Corte de Apelaciones distribuirá tales causas según las reglas establecidas en los párrafos 5° y 7° del Título VII y artículo 50 del Código Orgánico de Tribu�nales, según corresponda.

	Si el proceso se encontrare sometido al conocimiento de la Corte Suprema, el plazo establecido en el inciso anterior comenzará a  correr desde que la causa sea recibida por el juez militar o la  Corte Marcial, según sea el caso.

	Artículo 3°.�  Para la vista y fallo de las causas indica�das en el inciso primero del artículo 46 y segundo del artículo 47, que a la fecha de su entrada en vigencia se encuentren pendien�tes ante la Corte Suprema, regirá lo prescripto en los artículos 93 y 99 del Código Orgánico de Tribunales."

						--------



	Continúa de Diputado Informante el señor Zarko Luksic Sandoval.

	Sala de la Comisión, a 9 de agosto  de 1995.









	



	Acordado en sesiones de fechas 20 de junio, 18 de julio y 9 de agosto de 1995,  con la asistencia de los diputados señores Chadwick (Presidente), Aylwin, Bombal, Cardemil, Cornejo, Elgueta, Espina, Ferrada,  Luksic, Martínez, don Gutenberg,  y Pérez, don Aníbal; señora Pollarolo; señor Viera-Gallo y señora Wörner.





Adrián Alvarez Alvarez

Secretario de la Comisión









� En el texto del proyecto que se inserta al final de este informe, con negrillas y, además, con notas aclaratorias, se indican las enmiendas que sufrió esta iniciativa en este trámite reglamentario.

� De acuerdo con el artículo 201 del CPP., no están obligados a declarar: “2° Aquellas personas que, por su estado, profesión o función legal, como el abogado, médico o confesor, tienen el deber de guardar el secreto que se les haya confiado, pero únicamente en lo que se refiere a dicho secreto”.

� CONICYT, creada por ley N° 16.746, cuenta con un Consejo Asesor, creado en virtud del decreto 347, de Educación, de 1994, publicado en el Diario Oficial del 26 de noviembre del mencionado año, integrado por el Ministro de Educación, el Presidente  de CONICYT, dos representantes del Presidente de la República, un representante de los  Ministerios de Defensa Nacional, Economía, Fomento y Reconstrucción, Planificación y Cooperación, Obras Públicas, Salud, Agricultura y Minería; un representante de: la Comisión Nacional de Energía, de la CORFO, de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, del Consejo Superior de Ciencia de FONDECYT, de la Fundación Chile; el Rector de la Universidad de Chile; tres Rectores en representación del Consejo de Rectores; doce miembros de la comunidad científica y tecnológica nacional y tres representantes de la actividad privada de la producción.

El Instituto de Chile, creado por ley 15.718, modifica por la ley N° 18.169, está constituido por la Academia Chilena de la Lengua, por la Academia Chilena de la Historia, por la Academia Chilena de Ciencias, por la Academia Chilena de Ciencias Sociales, por la Academia Chilena de Medicina y por la Academia Chilena de Bellas Artes.

� Sustituido por el que aparece en el texto. El anterior establecía: “Artículo 1°.- La libertad de emitir opinión y la de informar que asegura el artículo 19, N° 12, de la Constitución Política de la República de Chile, constituyen un derecho fundamental de todas las personas. Su ejercicio incluye el no ser perseguido a causa de sus opiniones, el buscar y recibir informaciones y difundirlas, en cualquier forma y por cualquier medio y sin estar sujeto a autorización ni a censura previa.”

� Inciso nuevo.

� Se suprimen las expresiones entre paréntesis.

� En vez de “las emisiones, señales, ondas o”.

� Se elimina palabra y frase entre paréntesis y con negrillas.

� Se elimina frase entre paréntesis.

� Se elimina palabra entre paréntesis.

� Se elimina frase entre paréntesis.

� Se  agrega frase destacada con negrilla.

� Inciso nuevo

� En vez de “posibilitando la expresión”.

� Incisos nuevos.

� La anterior multa era de dos a ocho unidades tributarias.

� Inciso nuevo.

� Se agrega la palabra destacada.

� Se ha cambiado la referencia, del inciso tercero al cuarto, atendida la agregación en el  artículo 20 de un nuevo inciso  segundo.

� Las anteriores multas eran de veinte a cincuenta y de cien unidades tributarias, respectivamente.

� Inciso nuevo.

� Arts. 69 y 70, nuevos.
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